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de País Vasco-Navarro, inclusión que no prosperó; y, por úl-
timo, en tercer lugar, el Estatuto definitivamente aprobado por
las Cortes el 6 de octubre de 1936.

Ninguna otra región consiguió ver aprobado un Estatuto' de
autonomía, si bien en muchas se emprendieron trabajos al res-
pecto (que pueden consultarse en la obra Documentos para
la historia del regionalismo en España, de Santamaría, Orduña
y Martín-Artajo, recién publicada por el Instituto de Estudios
de Administración Local). De entre ellos, incluímos: aquí el
proyecto de Estatuto gallego, sobre el que deliberó en diciem-
bre de 1932 la Asamblea Regional de Ayuntamientos, y que es
quizá el que alcanzó un nivel de elaboración más alto.

1. CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA ESPAÑOLA

(9 de diciembre de 1931)

Como Presidente de las Cortes
Constituyentes, y en su nombre, de-
claro solemnemente que éstas, en
uso de la soberanía de que están
investidas, han decretado y sancio-
nado lo siguiente:

España, en uso de su soberanía, y
representada por las Cortes Cons-
tituyentes, decreta y sanciona esta

Constitución

TITULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

Artículo 1.° España es una Re-
pública democrática de trabajado-
res de toda clase, que se organiza
en régimen de Libertad y de Jus-
ticia.

Los poderes de todos sus órganos
emanan del pueblo.

La República constituye un Esta-
do integral, compatible con la au-
tonomía de los Municipios y las
Regiones.

La bandera de la República es-
pañola es roja, amarilla y morada.

Art. 4.° El castellano es el idio-
ma oficial de la República.

Todo español tiene obligación de
saberlo y derecho de usarlo, sin
perjuicio de los derechos que las
leyes del Estado reconozcan a las
lenguas de las provincias o regio-
nes.

Salvo lo que se disponga en
leyes especiales, a nadie se le po-
drá exigir el conocimiento ni el uso
de ninguna lengua regional.

TITULO PRIMERO

Organización nacional

Art. 8.° El Estado español, den-
tro de los límites irreductibles de
su territorio actual, estará integra-
do por Municipios mancomunados
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en provincias y por las regiones
que se constituyan en régimen de
autonomía.

Los territorios de soberanía del
norte de África se organizarán en
régimen autónomo en relación di-
recta con el Poder central.

Art. 11. Si una o varias pro-
vincias limítrofes, con caracterís-
ticas históricas, culturales y eco-
nómicas comunes acordaran orga-
nizarse en región autónoma para
formar un núcleo políticoadminis-
trativo, dentro del Estado español,
presentarán su Estatuto con arre-
glo a lo establecido en el art. 12.

En ese Estatuto podrán recabar
para sí, en su totalidad o parcial-
mente, las atribuciones que se de-
terminan en los artículos 15, 16 y
18 de esta Constitución, sin perjui-
cio, en el segundo caso, de que
puedan recabar todas o parte de
las restantes por el mismo procedi-
miento establecido en este Código
fundamental.

La condición de limítrofe no es
exigible a los territorios insulares
entre sí.

Una vez aprobado el Estatuto,
será la ley básica de la organiza-
ción politicoadministrativa de la
región autónoma, y el Estado es-
pañol la reconocerá y amparará
como parte integrante de su orde-
namiento jurídico.

Art. 12. Para la aprobación del
Estatuto de la región autónoma, se
requieren las siguientes condicio-
nes: ,
\ a) Que lo proponga la mayoría

de sus Ayuntamientos o, cuando
menos, aquellos cuyos Municipios
comprendan las dos terceras par-
tes del Censo electoral de la región.

b) Que lo acepten, por el pro-
cedimiento que señale la ley Elec-
toral, por lo menos las dos terce-
ras partes de los electores inscri-
tos en el Censo de la región. Si el
plebiscito fuere negativo, no podrá
renovarse la propuesta de autono-
mía hasta transcurridos cinco años.

c) Que lo aprueben las Cortes.
Los Estatutos regionales serán

aprobados por el Congreso siempre
que se ajusten al presente Título y
no contengan, en caso alguno, pre-
ceptos contrarios a la Constitución,
y tampoco a las leyes orgánicas del
Estado en las materias no transmi-
sibles al poder regional, sin per-
juicio de la facultad que a las Cor-
tes reconocen los artículos 15 y 16.

Art. 13. En ningún caso se ad-
mite la Federación de regiones au-
tónomas.

Art. 14. Son de exclusiva com-
petencia del Estado español la le-
gislación y la ejecución directa en
las materias siguientes:

1.a Adquisición y pérdida de la
nacionalidad y regulación de los
derechos y deberes constitucio-
nales.

2.a Relación entre las Iglesias y
el Estado y régimen de cultos.

3.a Representación diplomática y
consular y, en general, la del Es-
tado en el exterior; declaración de
guerra; Tratados de paz; régimen
de Colonias y Protectorado, y toda
clase de relaciones internacionales.

4.a Defensa de la seguridad pú-
blica en los* conflictos de carácter
suprarregional o extrarregional.

5.a Pesca marítima.
6.a Deuda del Estado.
7.a Ejército, Marina de guerra y

Defensa nacional.
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8.a Régimen arancelario, Trata-
dos de Comercio, Aduanas y libre
circulación de las mercancías.

9.a Abanderamiento de buques
mercantes, sus derechos y benefi-
cios e iluminación de costas.

10. Régimen de extradición.
11. Jurisdicción del Tribunal Su-

premo, salvo las atribuciones que
se reconozcan a los Poderes regio-
nales.

12. Sistema monetario, emisión
fiduciaria y ordenación general
bancaria.

13. Régimen general de comu-
nicaciones, líneas aéreas, correos,
telégrafos, cables submarinos y ra-
diocomunicación.

14. Aprovechamientos hidráuli-
cos e instalaciones eléctricas, cuan-
do las aguas discurran fuera de
la región autónoma o el transporte
de la energía salga de su término.

15. Defensa sanitaria en cuanto
afecte a intereses extrarregionales.

16. Policía de fronteras, inmi-
gración, emigración y extranjería.

17. Hacienda general del Estado.
18. Fiscalización de la produc-

ción y el comercio de armas.
Art. 15. Corresponde al Estado

español la legislación, y podrá
corresponder a las regiones autó-
nomas la ejecución, en la medida
de su capacidad política, a juicio
de las Cortes, sobre las siguientes
materias:

1.a Legislación penal, social,
mercantil y procesal, y en cuanto a
la legislación civil, la forma del
matrimonio, la ordenación de los
registros e hipotecas, las bases de
las obligaciones contractuales y la
regulación de los Estatutos, perso-
nal, real y formal, para coordinar
la aplicación y resolver los conflic-

tos entre las distintas legislaciones
civiles de España.

La ejecución de las leyes socia-
les será inspeccionada por el Go-
bierno de la República, para garan-
tizar su estricto cumplimiento y
el de los tratados internacionales
que afecten a la materia.

2.a Legislación sobre propiedad
intelectual e industrial.

3.a Eficacia de los comunicados
oficiales y documentos públicos.

4.a Pesas y medidas.
5.a Régimen minero y bases mí-

nimas sobre montes, agricultura y
ganadería, en cuanto afecte a la
defensa de la riqueza y a la coor-
dinación de la economía nacional.

6.a Ferrocarriles, carreteras, ca-
nales, teléfonos y puertos de interés
general, quedando a salvo para el
Estado la reversión y policía de
los primeros y la ejecución direc-
ta que pueda reservarse.

7.a Bases mínimas de la legisla-
ción sanitaria interior.

8.a Régimen de seguros genera-
les y sociales.

9.a Legislación de aguas, caza y
pesca fluvial.

10. Régimen de Prensa, Asocia-
ciones, reuniones y espectáculos
públicos.

11. Derecho de expropiación,
salvo siempre la facultad del Es-
tado para ejecutar por sí sus obras
peculiares.

12. Socialización de riquezas na-
turales y empresas económicas, de-
limitándose por la legislación la
propiedad y las facultades del Es-
tado y de las regiones.

13. Servicios de aviación civil y
radiodifusión.

Art. 16. En las materias no com-
prendidas en los dos artículos an-
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teriores, podrán corresponder a la
competencia de las regiones autó-
nomas la legislación exclusiva y la
ejecución directa, conforme a lo
que dispongan los respectivos Es-
tatutos aprobados por las Cortes.

Art. 17. En las regiones autó-
nomas no se podrá regular ningu-
na materia con diferencia de trato,
entre los naturales del país y los
demás españoles.

Art. 18. Todas las materias que
no estén explícitamente reconoci-
das en su Estatuto a la región au-
tónoma, se reputarán propias de
la competencia del Estado; pero
éste podrá distribuir o transmitir
las facultades por medio de una
ley.

Art. 19. El Estado podrá fijar,
por medio de una ley, aquellas ba-
ses a que habrán de ajustarse las
disposiciones legislativas de las re-
giones autónomas, cuando así lo
exigiera la armonía entre los inte-
reses locales y el interés general
de la República. Corresponde al
Tribunal de Garantías Constitucio-
nales la apreciación previa de esta
necesidad.

Para la aprobación de esta ley
se necesitará el voto favorable de
las dos terceras partes de los Dipu-
tados que integren las Cortes.

En las materias reguladas por
una ley de Bases de la República
las regiones podrán estatuir lo per-
tinente, por ley o por ordenanza.

Art. 20. Las leyes de la Repúbli-
ca serán ejecutadas en las regio-
nes autónomas por sus autoridades
respectivas, excepto aquellas cuya
aplicación esté atribuida a órganos
especiales o en cuyo texto se dis-
ponga lo contrario, siempre confor-
me a lo establecido en este Título.

El Gobierno de la República po-
drá dictar Reglamentos para la eje-
cución de sus leyes, aun en los ca-
sos en que esta ejecución corres-
ponda a las autoridades regionales.

Art. 21. El derecho del Estado
español prevalece sobre el de las
regiones autónomas en todo lo que
no esté atribuido a la exclusiva
competencia de éstas en sus res-
pectivos Estatutos.

Art. 22. Cualquiera de las pro-
vincias que forme una región autó-
noma o parte de ella podrá renun-
ciar a su régimen y volver al de
provincia directamente vinculada
al Poder central. Para tomar este
acuerdo será necesario que lo pro-
ponga la mayoría de sus Ayunta-
mientos y lo acepten, por lo menos,
dos terceras partes de los electo-
res inscritos en el censo de la pro-
vincia.
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